
Capacidades de respuesta de la Fundación Panamericana para el Desarrollo para

COVID-19 en América Latina y el Caribe

Justicia y seguridad
Los encargados de formular políticas, los expertos y los ciudadanos están preocupados por el impacto de 
COVID-19 en cuestiones de justicia y seguridad. Si bien las cuarentenas y los bloqueos obligatorios pueden dar 
la impresión de que la delincuencia y la violencia han disminuido, sus causas fundamentales aún existen y no 
se abordan durante la crisis. Los servicios críticos se han detenido o se han reducido significativamente, como 
el apoyo a jóvenes en riesgo, vulnerables a conductas delictivas; supervisión de libertad condicional y libertad 
condicional; y respuestas a informes de violencia doméstica. Se ha reducido la financiación y la disponibilidad 
de programas de prevención de la delincuencia y la violencia, incluidos los deportes, las artes, la participación 
comunitaria y la terapia de abuso de sustancias.

La trata de personas también aumenta con una pandemia mundial. Las restricciones a la migración combinadas 
con un mayor desempleo y una recesión económica mundial aumentan las presiones para migrar, y aumentan 
las actividades de los contrabandistas, traficantes y otros grupos ilícitos. Como resultado de COVID-19, el lavado 
de dinero, el contrabando, la falsificación, los delitos cibernéticos y los delitos relacionados pueden aumentar.

Con casi 60 años de experiencia en toda la región y sólidas alianzas con la policía comunitaria, los poderes 
judiciales locales y la administración correccional y los sistemas de justicia juvenil, la Fundación Panamericana 
para el Desarrollo está en una posición única para ofrecer asistencia inmediata en los cuatro centros de 
justicia más urgentes y dimensiones de seguridad de la respuesta COVID-19. PADF cuenta con amplias 
redes en el país que trabajan en sociedades abiertas y cerradas y un historial establecido de gestión eficaz 
de proyectos a través de la colaboración en el terreno y virtual. Con controles financieros sólidos, PADF puede 
facilitar rápidamente adquisiciones y pagos remotos a través de dispositivos móviles y cupones electrónicos. 
PADF coordina su trabajo con agencias de la ONU, organizaciones internacionales y organizaciones locales y no 
gubernamentales.

Nivel de la comunidad Nivel institucional

Término corto

Plazo más largo

Apoyar los esfuerzos de vigilancia 
comunitaria

Asociarse con las partes interesadas 
para mitigar el impacto negativo en las 
condiciones de seguridad y el acceso a 
la justicia dentro de las comunidades

Brindar asistencia técnica para ampliar las 
innovaciones críticas en el poder judicial y alentar 
a la fiscalía a trabajar de manera efectiva durante 
las crisis y emergencias

Identificar la innovación en las prácticas judiciales 
y la gestión de instalaciones correccionales

Policía comunitaria

Las agencias de aplicación de la ley desempeñan un papel clave en el apoyo a la implementación de medidas de 
salud pública para contener COVID-19 y prevenir actividades criminales específicas que surjan en respuesta. La 
policía y otros organismos equivalentes generalmente están a cargo del control fronterizo, transmitiendo medidas 
de salud pública a la población y asegurando la entrega de grandes cantidades de suministros o equipos, a menudo 
en convoyes de tipo militar. La experiencia de policía comunitaria de PADF en la región de América Latina y el 
Caribe proporciona un marco práctico que permite que la policía, amplificada por líderes comunitarios, desempeñe 
un papel crucial al contribuir a los esfuerzos para controlar la enfermedad, promover comunidades más seguras y 
combatir a los delincuentes que ven El brote como una oportunidad para aumentar, o diversificar, sus actividades.



Las pandemias pueden 
exacerbar las desigualdades 
de género existentes. En PADF, 
entendemos que las políticas de 
permanencia en el hogar pueden 
poner a las mujeres y niños que 
son maltratados en mayor riesgo, 
ya que tienen menos acceso a 
redes y recursos de seguridad. 
En nuestras respuestas 
específicas de COVID-19, nos 
comprometemos a amplificar las 
voces y la agenda de las mujeres 
en este momento crítico.

COVID-19 está complicando el trabajo ya difícil de los sistemas judiciales en la región. Los 
marcos legales obsoletos, los procedimientos judiciales arcaicos y los recursos financieros 
limitados han producido un sistema de gestión de casos que favorece las audiencias en 
persona. Los documentos generalmente deben presentarse en persona, lo que requiere 
que la parte interesada vaya de oficina en oficina para obtener firmas de diferentes 
autoridades. Los tribunales y las instalaciones relacionadas están llenos de empleados, 
demandantes y visitantes. COVID-19 ha hecho que el poder judicial reconsidere la forma 
en que hacen negocios, cerró la mayoría de los tribunales y canceló las audiencias de 

rutina. La mayor parte del número de casos judiciales experimentará serias demoras, lo que aumentará la gran 
cantidad de pedidos pendientes.

PADF ha estado trabajando con el poder judicial en varios países, brindando 
capacitación y asistencia técnica para reducir el retraso. Con COVID-19, estamos 
comprometidos a expandir la innovación crítica en las prácticas judiciales, mejorar 
la gestión de casos e incorporar avances tecnológicos y soluciones creativas a los 
desafíos que enfrentan los jueces y fiscales durante crisis y emergencias.

PADF se ha asociado con organizaciones del sector de la justicia para reducir las 
barreras que enfrentan las poblaciones vulnerables al acceder a los servicios de 
justicia y garantizar que todos los ciudadanos tengan los mecanismos legales para 
garantizar el pleno ejercicio de sus derechos. Desde 2012, los proyectos PADF han 
ayudado a los poderes judiciales locales a prestar servicios de justicia de manera 
oportuna, específicamente a las personas que viven en zonas rurales remotas. 
Además, los proyectos PADF han ofrecido numerosas oportunidades para que las 
organizaciones de base en varios países se involucren con funcionarios del sector 
judicial para abordar desafíos comunes y aumentar la confianza y la colaboración.

Las instalaciones correccionales tienen un alto riesgo de propagación de COVID-19. El hacinamiento en las cárceles 
es rampante en toda América Latina y el Caribe. Muchas de las estrategias utilizadas en los países desarrollados 
para reducir la transmisión (reducir los ingresos a la cárcel, liberar a algunos prisioneros, ampliar las visitas y pruebas 
médicas o aumentar las comunicaciones de video con familias y abogados) no son factibles debido a limitaciones 
técnicas y financieras o una fuerte opinión pública contra la clemencia para “delincuentes”. Como muchos reclusos 
dependen de las visitas de familias y otros para alimentos y mantenimiento, la capacidad de las autoridades para 
cancelar directamente los derechos de visita es muy limitada.

Nuestra experiencia técnica en gestión correccional y sistemas de justicia 
juvenil nos permite asociarnos eficazmente con las autoridades nacionales 
para responder rápidamente a los desafíos actuales y desarrollar nuevas 
políticas y protocolos para reducir las olas actuales y futuras de COVID-19 
debido a las altas tasas de infección dentro de las cárceles y el contagio de 
visitantes y familias.

Sistemas judiciales

Instituciones correccionales

Contacto:
Roberto Obando, Líder temático 
para la paz, la justicia y la 
seguridad, Correo electrónico: 
riobando@padf.org, Número de 
teléfono: 202-560-0619

Mujeres y niños

Desde 2013, PADF ha brindado capacitación y asistencia técnica a las fuerzas del orden 
en la región, para que los oficiales y las comunidades puedan participar de manera 
efectiva en las estrategias de prevención del delito social. Nuestro marco se basa en 
un enfoque colaborativo de múltiples agencias para prevenir el crimen y la violencia. Al 
mejorar la capacidad de los jóvenes, las organizaciones de la sociedad civil, los líderes 
comunitarios, la policía, el sector judicial y los funcionarios gubernamentales para trabajar 
juntos en los desafíos de seguridad ciudadana, PADF ayuda a generar confianza y crear 
vecindarios y comunidades más seguros.

PADF brinda capacitación y 
asistencia técnica a las fuerzas 
del orden en la región, para que 
los oficiales y las comunidades 
puedan participar de manera 
efectiva en las estrategias de 
prevención del delito social.


